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INFORME DEL GRUPO DE PROCEDIMIENTO E INFRACCIONES

COMISIÓN DE ESTUDIOS TRIBUTARIOS

LEY  Nº 26.044 – LEY ANTIEVASIÓN II (*)

· DOMICILIO FISCAL ALTERNATIVO

La norma introducida como sexto párrafo del artículo 3º de la Ley Nº 11.683 (artículo 1º, punto I, de la Ley Nº 26.044) regula el domicilio “Alternativo”. Siendo tal su carácter, presupone la coexistencia con el domicilio fiscal principal. Dado que el domicilio (real, legal u otro), debiera ser único, tal extremo constituye evidente agravio a la seguridad jurídica. 

Una vez fijado el domicilio alternativo, conforme el dispositivo en debate, “tendrá plena validez a todos los efectos legales” habilitando así a la AFIP para que notifique todos los actos que tengan que ver con la determinación, verificación o fiscalización de impuestos y aplicación de sanciones, poniendo en grave riesgo el adecuado ejercicio del derecho de defensa del contribuyente. Pues si bien se regula que efectos lo serán “sin perjuicio de considerarse válidas las notificaciones practicadas en el domicilio fiscal del responsable”, de ningún modo se ha definido como imperativo la notificación de las actuaciones en “ambos” domicilios, práctica que sería recomendable.
Finalmente, y si bien resulta plausible la referencia legal a que “el juez administrativo del domicilio fiscal del responsable mantendrá su competencia originaría”, es de advertir que sólo se hace referencia al “juez administrativo”. En punto a ello, si bien se reducirá la litigiosidad fundada en planteos de nulidad por incompetencia (artículo 7º, inciso a), y artículo 14º Ley de Procedimiento Administrativo Nº 19549), ello no soluciona la cuestión vinculada con los demás supuestos que no requieren tal carácter en el funcionario actuante. A modo de ejemplo, no se clarifica dónde deberá cumplir el sujeto pasivo sus obligaciones jurídico-tributarias cotidianas, qué funcionarios ejercerán las facultades de verificar y fiscalizar la materia imponible, quién cumplirá con la confección y notificación de la “prevista” (actualmente con recepción legal expresa según el artículo incorporado a continuación del artículo 36º), y con todo otro acto de trámite o preparatorio de la voluntad administrativa.

· DOMICILIO FISCAL ELECTRÓNICO
Complementariamente a lo expuesto en el punto precedente, el texto legal incorporó a continuación del artículo 3º de la Ley Nº 11.683, la figura del domicilio fiscal electrónico, definido por el legislador como el “Sitio informático Seguro, Personalizado, Válido y Optativo” registrado por los contribuyentes y responsables, tanto para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales como a efectos de entrega y recepción de comunicaciones de diversa naturaleza, estableciéndose que el mismo producirá en el ámbito administrativo los efectos del domicilio fiscal constituido. 

Nada dice el nuevo texto legal respecto al sistema en donde se almacenarán las comunicaciones ni sobre las medidas de seguridad para los equipos y el entorno en donde las computadoras que corran esos servicios estarán alojadas.

Por su parte, el mensaje a ser transmitido debe garantizar: 

a) Confidencialidad: que el mensaje no pueda ser leído por personas distintas al destinatario.

b) Autenticidad: que quien asume el rol de emisor, sea quien dice ser, por estar registrado, autorizado y vigente para la autoridad de Certificación que lo habilitó.

c) Integridad: que el mensaje llegue completo sin que nadie pueda agregar, quitar o cambiar elemento alguno del mismo (HASH).

d) No Repudio: que el emisor no pueda negar que es el autor.

Estos requisitos ya están tecnológicamente resueltos con la Firma Digital (Ley Nº 25.560), si bien el nuevo dispositivo pareciera estar lejos de inscribirse en este mecanismo.

Debe señalarse que hasta la fecha, en ningún caso la AFIP, cuando actúa como receptor, firma digitalmente el documento recibido del contribuyente o responsable, lo que, adicionado a que la administración del sistema no la realiza un certificador independiente sino el propio ente recaudador, quita seguridad al mensaje. 

Tampoco se especifica si los mensajes emitidos por el ente recaudador serán digitalmente firmados, o si por el contrario se exigirá la simple consulta por parte del sujeto pasivo en la página Web del organismo fiscal dotando a tal procedimiento de la presunción de notificación fehaciente cual una suerte de notificación “ministerio legis”.

Por su parte, en cuanto a la fecha y hora de recepción y emisión de los mensajes, al no ser validada por el Certificante independiente, carecería de efectos legales por resultar su fijación de exclusivo dominio por una de las partes.

Finalmente, al igual que lo planteado al analizar el Domicilio Alternativo, no resulta adecuada ni conveniente la coexistencia de más de un domicilio electrónico por sujeto, lo que indubitablemente se producirá al ir incorporando cada organismo esta metodología.

· CONSULTA VINCULANTE

La ley incorpora un nuevo artículo por el que se establece un régimen de consulta vinculante, lo que resulta un avance muy importante en la materia.

En efecto, este instituto ha sido permanentemente reclamado por el Consejo, lo que había tenido una respuesta por vía de las resoluciones dictadas por la Administración Federal, por las que se creó el régimen, pero faltaba su reconocimiento a nivel legal.

También resulta positiva la posibilidad de apelar la respuesta a la consulta ante el Ministerio de Economía y Producción, habilitando así la revisión del criterio fiscal.

Resulta en cambio cuestionable que se le haya dado efecto devolutivo a esa apelación, dado que hubiese sido razonable que los efectos de la respuesta quedaran suspendidos mientras el Ministerio, que ejerce la superintendencia de la A.F.I.P., se expidiera.

Asimismo, consideramos que faltó la expresa mención que la exigencia fiscal, en caso de que el contribuyente no acatara lo resuelto en la respuesta, debía provenir de una determinación de oficio. Si bien ello se desprende de las normativas aplicables, su expresa aclaración evitaría la duda que podría plantearse entre los funcionarios fiscales y los contribuyentes.

· RESPONSABILIDAD SOLICARIA – SOCIOS DE SOCIEDADES

Con relación al agregado de un párrafo al artículo 8º inciso a), se advierte que continúa la tendencia puesta de manifiesto en la reforma precedente a la actual, consistente en  ampliar los supuestos legales para la asignación de responsabilidad solidaria cuando el sujeto contribuyente no cumpla con el ingreso de la deuda intimada por la AFIP.  

En esta oportunidad, se contempla la responsabilidad solidaria de los socios de sociedades irregulares o de hecho y la de los socios solidariamente responsables de acuerdo al derecho común.

Una vez más se advierte poca precisión en el texto normativo, en virtud de una desprolija descripción de los supuestos que pretende abarcar, lo que conducirá a una mayor actividad interpretativa que la deseable para lograr un consenso acerca del alcance de la norma, situación que los legisladores debieron haber delimitado cuidadosamente.

El nuevo párrafo contempla dos situaciones: 

Primero se refiere a los socios de sociedades irregulares o de hecho disponiendo su  responsabilidad con igual alcance que la establecida en el párrafo anterior para todos los responsables enumerados en los cinco primeros incisos del artículo 6. En virtud de ello, su  responsabilidad personal y solidaria será de carácter subsidiario y culposo.

Sin embargo, esta incorporación no modifica la situación anterior a la reforma toda vez que por imperio de la ley de sociedades (Ley Nº 19.550) cualquiera de los socios, en caso de sociedades de hecho o irregulares, representa a la sociedad frente a terceros y como tales su responsabilidad ya estaba involucrada en el artículo 6º inciso d) y en el  primer párrafo del artículo 8 inciso a), con el mismo alcance que pretende hacerlo el párrafo agregado al mismo.

Dado que el régimen de responsabilidad solidaria de la ley de sociedades para las sociedades a que nos referimos no contempla la posibilidad de que sus socios invoquen el beneficio de excusión, consideramos que su expresa equiparación al resto de responsables mencionados en la ley tributaria en el inciso a) del artículo 8º es adecuada para convalidar la igualdad de tratamiento para situaciones equivalentes y disipar toda duda al respecto.  

· RESPONSABILIDAD SOLIDARIA – SÍDICO CONCURSAL

La citada Ley Nº 26.044, introdujo modificaciones al texto del inciso b) del artículo 8º. 

En el proyecto del Poder Ejecutivo se integraba un párrafo adicional al inciso modificado, que ordenaba “Si el incumplimiento, por parte de la sindicatura, a lo indicado en el párrafo anterior diere lugar a la interposición de incidentes, dicha solidaridad se extenderá también a las costas y gastos causídicos que pudieren imponerse al Fisco”, propuesta que importaba soslayar a los jueces naturales y arrogarse la AFIP la capacidad sancionatoria por hechos que se encuentran bajo la exclusiva y excluyente jurisdicción del Juez natural, cual es el concursal. Desde esta pretensión extraña a la concepción republicana se erigía al síndico como responsable pecuniario de las costas que eventualmente el Juez del Concurso impusiera al Fisco por su exclusivo obrar intempestivo. La plausible eliminación de este párrafo –a instancias de este Consejo- sin duda habrá evitado innumerables e indubitables declaraciones de inconstitucionalidad del dispositivo, de haberse éste aprobado. 

En el texto que finalmente resultó de la reforma, se han hecho algunas adecuaciones terminológicas que no modifican la sustancia del dispositivo, y se ha modificado el plazo con el que el Síndico concursal -entendido éste en su sentido amplio como abarcativo del concurso preventivo y de la quiebra- cuenta para requerir a la AFIP, las constancias de las respectivas deudas tributarias, el que ahora fenece a los “quince (15) días corridos de aceptado el cargo en el expediente judicial”. Siendo que dicho requerimiento debe articularse  “en la forma y condiciones que establezca dicho Organismo” es de esperar que en forma inminente se adecue la reglamentación vigente (Resolución General  Nº 745).

Si bien el deber dispuesto por la norma, excede del propio regulado en el artículo 29º de la Ley Nº 24.522, el mismo, en tanto se enmarca en los deberes de colaboración para con la Administración Fiscal, debe ser cumplimentado por el Síndico en tiempo hábil y legal forma -sin perjuicio de los evidentes reparos por violentar en cierta medida el principio de la pars conditio-. Tratándose de una obligación de carácter formal, su eventual incumplimiento sólo puede ser pasible de la sanción tipificada en el primer párrafo del artículo 39º, previa sustanciación del sumario correspondiente. Es ocioso recordar que lo que el síndico realiza es una simple “transcripción” de lo que el propio contribuyente ha denunciado en el proceso por cuanto el error, parcialidad o falsedad en que éste hubiere incurrido constituyen conductas punibles atribuibles a éste y no al Síndico. 

En cuanto a la regulación de la extensión de la responsabilidad patrimonial solidaria por las deudas del concursado o fallido hacia el síndico, consideramos que la misma no resulta operativa, a excepción, y en forma marcadamente limitada, en el supuesto de continuidad en la quiebra, por cuanto hubiera sido recomendable la lisa y llana eliminación del precepto. En su defecto, pudo haberse regulado que se requiriera directamente del contribuyente o responsable, la presentación con carácter de declaración jurada del detalle de la deuda impositiva y previsional en oportunidad de solicitarse su concurso.

· AGENTES DE RETENCIÓN Y PERCEPCIÓN – NO APLICABILIDAD DEL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO

La norma prevé dos situaciones en que no procederá la aplicación del procedimiento de determinación de oficio, bastando la simple intimación de las sumas reclamadas, respecto de los agentes de retención y percepción que no ingresaron los importes cuando hubieran practicado la retención o percepción correspondiente. 

1- Cuando hubieran presentado declaraciones juradas, por ejemplo en cumplimiento de la Resolución General Nº  738 – SICORE. 

Esta resolución dice ser informativa (artículo 1º) salvo cuando se trata de la opción por la declaración jurada semestral (artículo 14º) o de retenciones con carácter de pago único y definitivo a beneficiarios del exterior (Reslución General Nº 739, artículo 10º), casos estos dos últimos en que se considera determinativa e informativa. Sin embargo, en las tres situaciones, la presentación implica el reconocimiento de una deuda líquida y exigible. En consecuencia, en este aspecto la norma legal resulta redundante.

2- Cuando la AFIP constatare la retención o percepción practicada a través de los pertinentes certificados.

El Consejo discrepa con esta norma en tanto pretende automatizar la intimación sin admitir la defensa del a veces supuesto agente de retención que podría llegar a tener que soportar una ejecución basada en un comprobante fácilmente falsificable elaborado por un sujeto que dedujo retenciones inexistentes a fin de disminuir su carga tributaria. En este caso debe admitirse la posibilidad de interponer un recurso con efecto suspensivo.

· AJUSTE CONFORMADO

La disposición incorporada en un nuevo artículo agregado a continuación del artículo 36º, previendo la posibilidad de que los responsables rectifiquen las declaraciones juradas a instancias de la inspección y de acuerdo a los cargos y/o créditos que surjan de la misma no tendría trascendencia alguna, puesto que no resultan de la misma derechos u obligaciones no contemplados con anterioridad.

Ello es así pues la posibilidad de presentar declaraciones rectificativas es un derecho que emerge de la ley conjuntamente con la responsabilidad que surge para quien así lo haga respecto de la declaración primitiva. Por su parte, las atribuciones de la AFIP para impugnar las declaraciones juradas – originales o rectificativas- no se ejercen durante el proceso de inspección, sino únicamente a través del procedimiento de determinación de oficio reglado en el artículo 17º, siendo al respecto definitivo el dictado de la resolución determinativa de oficio, que no podrá modificarse en el futuro excepto por las causales previstas en el artículo 19º.

Esta disposición pretende dar cobertura a la práctica administrativa consistente en intimar al responsable para que rectifique la declaración jurada presentada con anterioridad al inicio del procedimiento de determinación de oficio –recordamos que a partir de entonces la conformidad del contribuyente equivale a la presentación de declaración jurada- con el principal propósito de advertir acerca de la posibilidad de lograr una reducción de la multa aplicable y evitar el esfuerzo del procedimiento determinativo.

Hubiera sido más atinado haber contemplado en forma precisa esta actuación administrativa, en armonía con los artículos 16º,17º, 19º y 49º de la ley, previendo la notificación de las liquidaciones propuestas por la inspección y el plazo mínimo por el cual serán efectuadas, con la debida aclaración de que no configuran determinaciones de oficio -como ya lo especifica el segundo párrafo del artículo 16º- ni restringen el derecho de los responsables a repetir las sumas ingresadas.

· PRESUNCIONES

En este punto, cabe recalcar la crítica manifestada por este Consejo sobre la inconveniencia de la incorporación reiterada de presunciones legales. Estas tienen como claro objetivo facilitar la tarea verificadora de la administración tributaria, pero con el consiguiente deterioro del derecho de defensa para los contribuyentes, al revertir la carga de la prueba, la que muchas veces se torna de difícil obtención.

Sin perjuicio de lo señalado, cabe reconocer que la Ley Nº 26.044 ha recogido varias de las críticas volcadas, específicamente, en las conclusiones del 6º Simposio de Legislación Tributaria respecto al texto del artículo 18 con las incorporaciones, en su momento, de la Ley Nº 25.795 

Así, advertimos que se ha subsanado el error en la imputación temporal de la presunción contemplada en el inc. c’), estableciendo que el resultado de la aplicación de dicho indicio debe ser medido en el propio ejercicio en que se detectó la presunta diferencia, evitando así la remisión al ejercicio anterior, que creaba distorsiones en la definición de la base imponible.

También es razonable el texto que se ha fijado para establecer el monto presunto de ventas para el Impuesto al Valor Agregado, el que se ha uniformado para todas las presunciones, eliminando la confusa redacción que contenía el texto anterior.

Sin embargo, no se han recogido los cuestionamientos que se habían planteado respecto a la presunción del inciso h) que contempla la definición como ganancia neta del importe de las remuneraciones abonadas al personal en relación de dependencia no declarado, así como las diferencias salariales no declaradas.

En este aspecto, cabe reiterar la crítica de definir que el importe de la remuneración abonado configura ganancia neta, sin establecer los recaudos que deberá adoptar el Fisco para la confirmación de la existencia de remuneraciones fuera del marco legal. En efecto, oportunamente hemos señalado y ahora lo reiteramos, que sólo puede iniciarse el procedimiento para establecer la base presuntiva, cuando quede firme el ajuste que haya practicado la Dirección respecto a tales remuneraciones, dado que pueden existir distintas razones que justifiquen la relación existente entre el empleado y la empresa y, en muchos casos, entre el monto declarado como salario y el que los funcionarios fiscales consideren como tal. Adviértase el riesgo y el dispendio jurisdiccional que implicaría la determinación de oficio de Impuesto a las Ganancias y al Valor Agregado, tomando como base una diferencia salarial que, discutida a su vez en otro ámbito, quede sin efecto. (En este aspecto, cabe recordar la jurisprudencia recaída en la causa Sociedad Española de Beneficiencia, C.F.S.S., Sala II, del 16.05.03, y ECA S.R.L. del T.F.N., del 19.08.03)

Por ello, solamente sería procedente utilizar este indicio como elemento inferente cuando haya quedado firme como parámetro base.

Por otra parte, si queda comprobada la existencia de una remuneración, ésta es gasto deducible en la determinación del Impuesto a las Ganancias y, en consecuencia, carece de sentido considerar esas mismas remuneraciones como ganancia neta de la empresa. Este elemento, que fue señalado como crítica a la redacción original, no fue subsanado y mantiene la posibilidad de generar una base imponible en el Impuesto a las Ganancias que es inexistente, por lo que se transforma en una ficción, lo que resulta contrario al concepto de presunción.

· COMPENSACIÓN DE OFICIO

La Ley Nº 26.044 incorpora un segundo párrafo al artículo 28º donde se autoriza a la AFIP a hacer extensible a los responsables enumerados en el artículo 6° la compensación de oficio prevista en el punto 3º anterior, es decir que es ella y solo ella quien queda facultada para disponer la compensación a su arbitrio.

Y esto es lo criticable porque, sea tanto por la elección del artículo como por los fundamentos expuestos por el Poder Ejecutivo en el Mensaje que acompañó el Proyecto, no se habilita al contribuyente o responsable a solicitar por si mismo la compensación prevista en el segundo párrafo del artículo 28º.

Si lo que se pretendía era facultar este último aspecto, lo que sería muy loable, y parecería surgir del carácter del veto, ello debe necesariamente formalizarse mediante una interpretación reglamentaria. Así se daría sentido a la expresión legal en que se requiere el cumplimiento de “los requisitos y condiciones que determine la Administración Federal de Ingresos Públicos”.

· MULTA POR FALTA DE PRESENTACIÓN DE DECLARACIONES JURADAS INFORMATIVAS

El nuevo primer párrafo agregado al artículo 38 bis que dispone la aplicación de multa por incumplimientos con la obligación de presentar declaraciones juradas informativas  no merece mayores objeciones, en cuanto a la necesidad de incorporar ese tipo infraccional que fue eliminado inadvertidamente en la anterior reforma.

Señalamos que la referencia a declaraciones juradas informativas – en la que incursionó la Ley Nº 25.795- no tiene apoyo en una definición legal que contemple tal figura. Lo correcto sería que la norma mencione genéricamente a los incumplimientos de la obligación de brindar información requerida por regímenes generales de información, como versaba la descripción dada por la derogada previsión contenida en el artículo 39º, pues el instituto de la declaración jurada se identifica con la exteriorización de la autodeterminación de los tributos, según define el artículo 11º y no con la obligación de informar. 

Otro aspecto a comentar se refiere a la graduación de las multas, que ascienden hasta $5.000 para sujetos no empresa –excepcionalmente incluidos en regímenes de información general– y hasta $ 10.000 para todos los casos restantes. 

Es una graduación más baja que la prevista para la misma omisión cuando se trate de información relativa a operaciones internacionales, y por ello es más razonable en comparación a aquélla y, además, los valores constituyen topes a la posible regulación que deben efectuar los jueces administrativos en su aplicación, lo cual también contribuye a dotar de razonabilidad a la sanción, pues permitirá apreciar los aspectos atenuantes que puedan presentarse en cada caso. Los montos máximos de esta multa han sido disminuidos a la mitad por la Cámara de Diputados respecto de lo previsto en el proyecto preparado por el Poder Ejecutivo, lo que le ha aportado cierta sensatez y con ello mayor posibilidad de aplicación efectiva. 

Una reforma en la misma tendencia debería implementarse respecto de las multas específicas contempladas en los párrafos siguientes referidos a la obligación de informar operaciones internacionales. Las multas previstas para estos casos deberían también ser disminuidas a la mitad y considerar topes máximos en lugar de valores absolutos. De este modo, el régimen permitiría graduar la sanción considerando la envergadura del sujeto que comete la infracción, además de su conducta.

Sin perjuicio de lo expuesto, el monto de las multas en todos los supuestos abarcados por el artículo 38º bis sigue siendo alto, teniendo en consideración la rígida descripción objetiva del tipo infraccional, que lo da por acontecido con el mero acaecimiento del plazo del vencimiento general fijado para la presentación de la declaración jurada.

· MULTA POR DEBER FORMAL NO CUMPLIDO EN FORMA INTEGRAL

El artículo incorporado define el tipo infraccional de modo negativo “cuando el deber formal no se cumpla de manera integral”, agregando que ese incumplimiento debe obstaculizar a la AFIP el ejercicio de sus facultades de determinación, verificación y fiscalización. Es evidente que la presentación de una declaración jurada informativa en la que falte algún dato no debe considerarse encuadrada en el presupuesto infraccional cuando ese dato no resulte central a los fines del régimen de información de que se trate. 

En el propósito de la norma, la integridad no puede interpretarse en forma absoluta, sino que tiene que evaluarse en función a la posibilidad de afectar en forma grave el bien jurídico protegido, por obstaculizar la labor fiscalizadora, de modo que pueda equipararse la falta de presentación de la declaración informativa con su información “no integral”.  

· PRESCRIPCIÓN – CAUSALES DE SUSPENSIÓN

La reforma votada por el Congreso propone dos causales de suspensión: 

1- La sustitución del inciso d) del artículo 65º, razonablemente vetada por el Poder Ejecutivo por carecer de virtualidad, por tratarse de una norma íntimamente vinculada con la reforma a la Ley Nº 24.769 -Penal Tributaria- que aún no ha prosperado pues actualmente se encuentra en trámite en el Senado de la Nación.

2- La suspensión por 120 días del curso de la prescripción de las acciones y poderes del Fisco para determinar y exigir el pago de los impuestos y para aplicar y hacer efectivas las multas, desde la fecha de notificación de la vista del procedimiento de determinación de oficio o de la instrucción del sumario correspondiente, cuando se tratare del último período fiscal a prescribir y dichos actos se notificaran en el último semestre del año en que se producen las respectivas prescripciones.

Hubiera sido necesario que esta norma fuera igualmente vetada por el Poder Ejecutivo por ser inconsistente y de aplicación imposible, ya que para cuando propone aplicar la suspensión de la prescripción, ésta se encuentra cumplida. 

En efecto, planteando como ejemplo la prescripción de las acciones y facultades del Fisco en relación con el Impuesto a las Ganancias de personas físicas del año 1999 o de personas jurídicas cuyo cierre de ejercicio se produjo el 31 de diciembre de 1999 y siendo:

· que el 1º de enero es la fecha en que comienza a computarse el término de la prescripción de las acciones y poderes del fisco para determinar y exigir el pago de impuestos y para aplicar multas; 

· que el modo de contar los plazos en derecho está establecido por los artículos 25º y 27º del Código Civil (Cabe recordar, artículo 25º “Los plazos de mes o meses, de año a años, terminarán el día que los respectivos meses tengan el mismo número de días de su fecha; artículo 27º “Todos los plazos serán continuos y completos, debiendo siempre terminar en la medianoche del último día”)

· que por lo tanto la prescripción se produce no el 31 de diciembre del 5º o 10º año, sino el 1º de enero inmediato siguiente a la medianoche, es decir a las 0:00 hs del 2 de enero.

En el ejemplo, el año en que se produce la prescripción es 2006 –1º de enero- y no 2005 -31 de diciembre-. Ahora bien, si la notificación se produce entre el 1º de julio y el 31 de diciembre de 2006, último semestre del año en que se verifica la prescripción, la suspensión no será posible, porque a esa altura el impuesto o la multa ya estarán irremediablemente prescriptos. 

Confirmando la interpretación señalamos como antecedente en este sentido, referido en el caso particular a la acción de repetición, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, en la causa Pirolo de Capurro, Lucía del 10/03/61, sentenció que el entonces artículo 58º de la Ley Nº 11683, "en cuanto dispone que el término de la prescripción de la acción para repetir comenzará a correr desde el 1º de enero siguiente al año en que venció el período fiscal en que se efectuó el pago, aun cuando es modificatorio respecto al comienzo del plazo, no lo es igualmente en lo que hace al modo de calcularlo, punto sobre el cual dicho artículo guarda silencio, dando lugar a que rija necesariamente el apartado 2 del artículo 25 del Código Civil que contempla el problema especial de la terminación de los plazos por meses y años". 

· PRESCRIPCIÓN - DEVOLUCIONES INDEBIDAS O DE SALDOS A FAVOR

En el artículo 2º de la Ley Nº 26.044, se establece: “Los plazos de prescripción previstos en el inciso c) y en el último párrafo del artículo 56º de la Ley Nº 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones —introducidos por la Ley Nº 25.795—, se considerarán operados al 31 de diciembre de 2005 y resultarán de aplicación para los términos de prescripción que se encuentren en curso a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en la medida que hubieren superado los plazos previstos en dichas normas”.

Cabe recordar que la Ley Nº 25.795 (B.O. 17.11.2003) había establecido los siguientes plazos de prescripción. 

1.1. En contra del Fisco: 5 años, respecto de los créditos fiscales indebidamente acreditados, devueltos o transferidos, a contar desde el 1º de enero del año siguiente a la fecha en que fueron acreditados, devueltos o transferidos.

1.2. A favor del Fisco: 5 años, respecto de las acciones para exigir el recupero o devolución de impuestos, contando el término a partir del 1º de enero del año siguiente a la fecha desde la cual sea procedente dicho reintegro.

Esta fue una nueva definición ya que hasta entonces, el Fisco interpretaba que por aplicación del artículo 4023 del C.C. el plazo era de 10 años en tanto que la jurisprudencia y la doctrina no eran uniformes. 

Ante esta situación, se hizo necesaria una norma de transición que estableciera un corte en el futuro cercano, pero no inmediato, -se definió razonablemente el 31 de diciembre de 2005- para los términos de prescripción que se encontraran en curso al 6 de julio de 2005, fecha de entrada en vigencia de la Ley Nº 26.044, en la medida que se hubieren superado los plazos previstos en la Ley Nº 25.795. Hasta esa fecha podrán accionar el Fisco o el contribuyente respectivamente.

· EJECUCIÓN FISCAL

El texto aprobado había efectuado una incorporación muy importante y positiva a las excepciones a la ejecución fiscal previstas en el articulo 92º. Se trata de la litispendencia que si bien está prevista en el artículo 544º del C.P.C.C.N., algunos jueces habían negado su aplicación ante el estricto texto de la norma de la ley Nº 11.683 y ello había sido originalmente avalado por la Corte Suprema de Justicia en la causa Ansabo S.C.A. del 16.04.98.

Sin embargo, el texto fue observado  por el decreto Nº 777/05 sobre la base de que la Ley Nº 26.044 la incorpora como inciso e) en el primer párrafo del artículo 92º cuando debió haberlo hecho en el segundo párrafo. Este hecho no solamente deja el sabor amargo de no incluirse una excepción que era necesaria para evitar el riesgo de una ejecución a pesar de haberse planteado un recurso con efectos suspensivos, sino que a ello se agrega la circunstancia de tratarse de un texto legal que fue discutido en la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados, en su similar de la Cámara de Senadores, en ambos casos con su séquito de asesores, y por el resto de legisladores en el respectivo recinto, y nadie advirtió la errónea mención que se estaba aprobando. Es realmente preocupante.

Como consecuencia de ese veto, quedará el texto como hasta hoy, con la posibilidad de que los jueces rechacen la litispendencia como excepción, como fue señalado precedentemente. Consideramos que habiendo la Corte Suprema de Justicia modificado su anterior criterio, en la sentencia más reciente recaída en la causa Transportes El Colorado S.A. del 26.06.01 los jueces inferiores deberán acatarla, dado que en ese precedente el Alto Tribunal sentó la doctrina que el artículo 92º debe interpretarse integrándolo al resto de la Ley Nº 11683 donde se otorga carácter suspensivo al recurso ante el Tribunal Fiscal. Queda simplemente esperar que en una nueva modificación de la ley se subsane el error cometido por el Congreso en este caso.

En cuanto a la modificación prevista para los casos de ejecuciones iniciadas a pesar de haber sido pagado el impuesto, cuando el mismo ha sido mal realizado por el contribuyente, resulta razonable la solución fijada dado que de esa manera se permite eliminar la imposición de costas que resultan una grave implicancia por ese error formal.

No obstante, cabe cuestionar severamente la incorporación del último párrafo, donde se obliga a las entidades financieras a transferir en 48 horas los importes embargados al banco de depósitos judiciales de la jurisdicción, dado que esta medida viene a agravar la situación actual.

En efecto, ante el pedido de embargo efectuado por la administración tributaria vía el Banco Central, dicho embargo es ejecutado, en muchas oportunidades, por más de una entidad financiera, paralizándole la utilización de los fondos a la demandada en distintos bancos y, en muchos casos, superando largamente el monto motivo del juicio. 

Advertimos, entonces que el Fisco reclama y obtiene del legislador más medidas que le permitan capturar los fondos necesarios para cobrar los montos adeudados  por el contribuyente, lo que, en principio no es cuestionable, pero, en cambio, si es criticable que no se incorpore ninguna medida que le permita al demandado evitar un embargo excesivo cuando más de una entidad interviene en el caso y embarga por el monto ejecutado, dado que ello puede crearle un serio perjuicio al contribuyente, que verá reducido los fondos en su poder en exceso del monto reclamado, con las graves consecuencias financieras y económicas que ello implica, habida cuenta de que tal hecho podría significar la ruptura de la cadena de pagos del contribuyente, con deterioro de su imagen y con consecuencias imprevisibles.

COMISIÓN DE ESTUDIOS TRIBUTARIOS

(*) Aclaración: Se informa que queda pendiente por incluir en el presente los comentarios inherentes a los siguientes puntos:

· Consulta Vinculante

· Facultades de verificación y fiscalización - agente encubierto

· Medidas cautelares - decomiso de mercaderías 
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